
I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA, JUSTICIA
Y RELACIONES CON LAS CORTES

21123 Real Decreto 1057/2024, de 15 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Abogacía General del Estado.

I

La Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e 
Instituciones Públicas, se promulgó con el objetivo de dar una eficaz respuesta a la 
necesidad de instrumentar una asistencia jurídica al Estado acorde con los 
postulados de una Administración moderna, austera, eficaz y tributaria de un 
sometimiento pleno a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico. Para ello la 
citada ley contiene, junto con unas mínimas normas organizativas, una regulación 
moderna y plenamente adaptada a la Constitución de las especialidades procesales 
del Estado y una unificación y clarificación de la normativa existente, remitiéndose el 
legislador a un ulterior desarrollo reglamentario necesario para que la ley alcanzara 
toda su virtualidad y eficacia.

En lo referente a la asistencia jurídica al Estado, este desarrollo reglamentario se 
produjo a través del Real Decreto 997/2003, de 25 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento del Servicio Jurídico del Estado. Esta disposición supuso un importante hito 
en la normativa reguladora de la asistencia jurídica del Estado, tanto en lo referente a los 
aspectos puramente organizativos de la estructura administrativa llamada a desempeñar 
esa función, como en los relativos a la forma en que tal asistencia había de desarrollarse 
en sus dos tradicionales facetas, consultiva y contenciosa: en todos ellos el reglamento 
realizó una importante labor de unificación, coordinación y actualización de una 
normativa hasta la fecha dispersa en un gran número de reales decretos dictados a lo 
largo de un dilatado periodo de tiempo.

Transcurridos casi veinte años desde la promulgación del Reglamento del Servicio 
Jurídico del Estado, se consideró preciso proceder a su actualización, a fin de adecuarlo 
a las siempre cambiantes circunstancias en las que la asistencia jurídica al Estado ha de 
desarrollarse y a las necesidades sentidas por los órganos y entidades en favor de los 
cuales los Abogados del Estado desempeñan sus funciones, así como al funcionamiento 
actual de la Administración General del Estado y su vigente regulación.

Con esta finalidad, se fueron aprobando sucesivas disposiciones que 
contribuyeron a la modernización de la Abogacía General del Estado: el Real 
Decreto 1012/2022, de 5 de diciembre, por el que se establece la estructura orgánica 
de la Abogacía General del Estado, se regula la inspección de los servicios en su 
ámbito y se dictan normas sobre su personal; el Real Decreto 649/2023, de 18 de 
julio, por el que se desarrolla la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia 
Jurídica al Estado e Instituciones Públicas, en el ámbito de la Abogacía General del 
Estado; o, más recientemente, el Real Decreto 204/2024, de 27 de febrero, por el que 
se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de la Presidencia, Justicia y 
Relaciones con las Cortes, y se modifica el Real Decreto 1012/2022, de 5 de 
diciembre, por el que se establece la estructura orgánica de la Abogacía General del 
Estado, se regula la inspección de los servicios en su ámbito y se dictan normas sobre 
su personal.

La experiencia en la aplicación de este nuevo conjunto de normas durante estos dos 
años ha sido plenamente satisfactoria, mejorando la organización y funcionamiento de la 
Abogacía General del Estado y permitiendo avanzar en el objetivo de la constante 
mejora en la asistencia jurídica al Estado e instituciones públicas.
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Disposición transitoria tercera. Régimen transitorio de las Abogacías del Estado 
Provinciales.

En tanto por el Abogado o Abogada General del Estado no se haga uso de la 
competencia que le atribuye el artículo 25 del reglamento aprobado por este real decreto 
determinando en relación con cada concreta Abogacía del Estado en las comunidades 
autónomas, la existencia o no de unidades desconcentradas y, en su caso, número, 
sede, funciones y ámbito territorial de actuación de éstas, subsistirán las actuales 
Abogacías del Estado Provinciales, si bien quedarán integradas en la correspondiente 
Abogacía del Estado en la comunidad autónoma, de la que dependerán orgánica y 
funcionalmente.

Las resoluciones que se dicten para la constitución y estructuración de las Abogacías 
del Estado en las comunidades autónomas, no podrán implicar el traslado forzoso de 
quienes se encontraran prestando servicios en las Abogacías del Estado Provinciales a 
fecha de entrada en vigor del presente real decreto.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

1. Quedan derogados:

a) El Real Decreto 649/2023, de 18 de julio, por el que se desarrolla la Ley 52/1997, 
de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas, en el 
ámbito de la Abogacía General del Estado.

b) Cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en 
este real decreto.

2. Tras la entrada en vigor de este real decreto, mantendrán su vigencia las 
siguientes disposiciones:

a) Las Reales Órdenes de 5 y 21 de febrero de 1906, por las que se autoriza el uso 
de insignias a los Abogados del Estado.

b) La Real Orden de 14 de marzo de 1929, por la que se autoriza el uso de 
uniforme a los Abogados del Estado.

c) La Orden del Ministerio de Hacienda, de 30 de diciembre de 1981, por la que se 
adaptan las insignias del Cuerpo de Abogados del Estado al modelo oficial del Escudo 
de España, aprobado por el Real Decreto 2964/1981, de 18 de diciembre.

Disposición final primera. Modificación del Real Decreto 799/2005, de 1 de julio, por el 
que se regulan las inspecciones generales de servicios de los departamentos 
ministeriales.

La disposición adicional sexta del Real Decreto 799/2005, de 1 de julio, por el que se 
regulan las inspecciones generales de servicios de los departamentos ministeriales, 
queda redactada del siguiente modo:

«Disposición adicional sexta. Regulación específica de la Inspección de los 
Servicios de la Abogacía General del Estado.

La Inspección de los Servicios de la Abogacía General del Estado se regirá por 
su normativa específica, constituida por los artículos 36 a 40 del Reglamento de la 
Abogacía General del Estado, aprobado por Real Decreto 1057/2025, de 15 de 
octubre.»

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 250 Miércoles 16 de octubre de 2024 Sec. I.   Pág. 132733

cv
e:

 B
O

E-
A-

20
24

-2
11

23
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w.

bo
e.

es

manolos
Resaltado



Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 15 de octubre de 2024.

FELIPE R.

El Ministro de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes,
FÉLIX BOLAÑOS GARCÍA
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA, JUSTICIA
Y RELACIONES CON LAS CORTES

21591 Corrección de errores del Real Decreto 1057/2024, de 15 de octubre, por el 
que se aprueba el Reglamento de la Abogacía General del Estado.

Advertidos errores en el Real Decreto 1057/2024, de 15 de octubre, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Abogacía General del Estado, publicado en el «Boletín 
Oficial del Estado» número 250, de 16 de octubre de 2024, se procede a efectuar las 
oportunas rectificaciones:

En la página 132733, disposición final primera, en la penúltima línea, donde dice: 
«...aprobado por Real Decreto 1057/2025, de 15 de octubre.», debe decir: «...aprobado 
por Real Decreto 1057/2024, de 15 de octubre.»

En la página 132754, sección 12.ª, en el título, donde dice: «Otras disposiciones 
sobre Organización de la Abogacía General del Estado», debe decir: «Otras 
disposiciones sobre organización de la Abogacía General del Estado».

En la página 132755, artículo 34, en la primera línea, donde dice: «El Abogado o 
Abogada General del Estado podrá...», debe decir: «1. El Abogado o Abogada General 
del Estado podrá...», y en la cuarta línea, donde dice: «…uno de ellos será designado 
como Coordinador Principal.2. Mediante instrucción del Abogado o Abogada General del 
Estado...», debe decir: «…uno de ellos será designado como Coordinador Principal.

2. Mediante instrucción del Abogado o Abogada General del Estado...».
En la página 132773, artículo 77, letra c), en la última línea, donde dice: «…dispuesto 

en la regla 1.ª», debe decir: «…dispuesto en la regla a).».
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